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Acta N° 544 de octubre 19 de 2009
  



En la fecha, siendo las tres y treinta de la tarde (3:30 p.m.) día y hora señalados con anterioridad para llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil en este proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido mediante apoderado judicial por Paola Andrea Sarrazola Ochoa contra Jaime Andrés Arévalo López, se reunieron los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos, integrantes de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, en asocio de la secretaria, con el fin indicado, para lo cual el Magistrado Ponente declara abierto el acto, al que no han comparecido ni las partes ni sus apoderados. Se procede a decidir la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira el pasado 16 de septiembre, de acuerdo con el proyecto presentado y aprobado, según la citada acta.

  



ANTECEDENTES




Valida de apoderada judicial, Paola Andrea Sarrazola Ochoa solicitó que se decretara el “divorcio del matrimonio civil” que celebró con Jaime Andrés Arévalo López y su consecuente disolución para posterior liquidación, se ordenara la inscripción de la sentencia en los libros respectivos y se condenara en costas al demandado en caso de oposición. 

 



Para ello relató que contrajeron matrimonio católico el 29 de noviembre de 1997, procrearon a Brayan Andrés Arévalo Sarrazola, aún menor de edad, y fijaron su domicilio en Pereira, el que conserva la demandante; agregó que el demandado ha incumplido gravemente sus obligaciones de esposo y padre y en la actualidad nada se sabe de él; terminó diciendo que es ella quien ha velado por el cuidado y sostenimiento del hijo y que en la sociedad conyugal no existen bienes. Más adelante, en un capítulo especial aclaró que la causal alegada es la separación de cuerpos que ha perdurado más de dos años.
  



Se admitió la demanda con auto del 16 de diciembre de 2008, en el que se dispuso el traslado de rigor, surtido por medio de curadora ad-litem, previo emplazamiento de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 318 del C. P. C., modificado por el 30 de la Ley 794 de 2004. Dicha auxiliar se pronunció sobre los hechos y los remitió a prueba, sin oponerse a las pretensiones.

  



Citado el Ministerio Público, su agente guardó silencio. 

 



Se señaló fecha para la diligencia de que trata el artículo 432 del C. de P. Civil, en la que no fue posible conciliar por encontrarse el demandado representado por curador ad-litem; los hechos y pretensiones no sufrieron modificación, se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas, se permitió a las partes alegar de conclusión y con posterioridad se profirió el fallo en el que halló el juzgado estructurada la causal 8ª del artículo 154 del C. Civil, decisión que en vía de consulta se revisa al haber resultado adversa al demandado.

En esta instancia no hubo intervención de las partes y se procede a decidir lo pertinente, previas las siguientes: 

CONSIDERACIONES




Concurren todos los presupuestos procesales en este asunto, y no se vislumbra causal alguna que pueda invalidar la actuación.

  



La legitimación de las partes, tanto por activa como por pasiva, se infiere de la copia del registro civil de matrimonio allegado con el escrito de demanda y que obra a folio 1 del cuaderno principal, en el que consta que la boda se realizó el 29 de noviembre de 1997.

  



Pretende la actora mediante esta acción obtener que se declare el divorcio del matrimonio que celebró con el demandado, aunque en un lapsus señaló que se trata de uno de carácter civil, de los hechos y de los documentos allegados se desprende que en realidad es de origen religioso. 
  



Pese a que en el libelo se confunden los hechos narrados con la causal de incumplimiento grave de las obligaciones de padre y esposo por parte del demandado, y en los fundamentos de derecho se citan una serie de normas que no regulan esta situación, expresamente se dijo en el encabezado y en un acápite específico que la razón del divorcio impetrado radica en la separación de hecho de la pareja, esto es, la causal 8ª del artículo 6° de la Ley 25 de 1992, que reformó el artículo 154 del C. Civil, que consiste en “La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años.”

   



Para probar ese supuesto fáctico, se recepcionaron las declaraciones de Janeth Osorio González, Luz Adriana Sarrazola Ochoa y Manuel Edgar Sarrazola Cardona. 

  



A riesgo de volverse la Sala insistente en un tema que ya en muchas ocasiones ha sido objeto de pronunciamiento, reitera ahora que en la recepción de la prueba testimonial, particularmente de las dos primeras deponentes mencionadas, no se tuvieron en cuenta las previsiones del articulo 228 del C.P.C., porque a las testigos no se les hizo precisar la razón de la ciencia de sus dichos.  Por ejemplo, en el caso de Janeth no se le preguntó por qué o cómo se enteró de que la pareja estuvo viviendo en varios lugares, que la demandante vive actualmente con su padre, que la separación se produjo en el año 2002 -ya que no es razón suficiente que ella trabajara en el Almacén Stop-, que la pareja nunca volvió a comunicarse, que el hijo de las partes vive con su madre, su abuelo y su tío.  ¿Acaso fue porque Paola se lo contó?, o ¿es que la deponente visita frecuentemente la residencia de la demandante?, lo cual era conveniente determinar para saber si se trata de un testigo de oídas o su conocimiento de los hechos es directo. 

   



Otro tanto ocurrió con Luz Adriana, porque no por el sólo hecho de ser hermana de la demandante ha de estar enterada de todos los pormenores de su vida; se necesitaba más que eso, es decir, que se le interrogara sobre esas mismas circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos que narró; si ella afirmó que lo que sabe es por el “contacto que tiene con su hermana”, ha debido precisarse en qué consiste ese contacto, es decir, como con la anterior, si es porque simplemente se cuentan sus asuntos, o es que se visitan mutuamente; ni siquiera se supo si esta deponente frecuenta la casa de su padre como para concluir que de manera directa ha percibido que la demandante y su hijo viven permanentemente allí; lo único que precisó es que cuando la pareja vivía por los lados de Boquerón, ella los visitaba, pero de ahí no se desprende la causal que ha sido invocada. 

Y si bien en el caso del señor Manuel Edgar Sarrazola Cardona tampoco hubo ese esfuerzo por parte del juzgado, este testimonio sí puede ser valorado, además con suficiencia para acreditar la causal alegada, por cuanto el declarante dio cuenta de que desde la separación de Paola Andrea y Jaime Andrés, ella y el niño Brayan Andrés han vivido a su lado y lo siguen haciendo, lo que le ha permitido percibir que la pareja no se ha reconciliado y que el demandado no sostiene ninguna comunicación ni con su cónyuge ni con su hijo.
No existe ningún motivo que haga dudar de la veracidad de su declaración, que se advierte ceñida a la estrecha relación familiar que lo liga con la demandante, lo que le ha permitido conocer directamente la situación fáctica que se plantea en la demanda.

Es decir que había lugar a acceder a las pretensiones incoadas, como lo hizo la juez de primera instancia y por ello la sentencia será confirmada, sin perjuicio de que se recalque, una vez más, que se viene observando que cuando el testigo es familiar de una de las partes se le pone de presente el contenido del artículo 33 de la Constitución Nacional, norma que establece que “Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil”, como si se tratara aquí de un asunto penal, y sin tener presente que la discusión que surgió sobre la aplicación de esta norma en materia civil fue zanjada desde el mismo año 1991, cuando entró a regir la actual Constitución Nacional, por la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, como con acierto lo recuerda la Corte Constitucional en su sentencia C-426 de 1997, en la que, definitivamente, dejó sentado lo que ya había hecho carrera en el sentido de que aquella disposición sólo tiene cabida en materia criminal, correccional o de policía. 

   



No habrá condena en costas por el grado jurisdiccional que se resuelve. 

DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira el pasado 16 de septiembre, en este proceso verbal (cesación de efectos civiles de matrimonio católico) promovido mediante apoderado judicial por Paola Andrea Sarrazola Ochoa contra Jaime Andrés Arévalo López.
 



Sin costas.

Lo decidido se notifica a las partes en la forma dispuesta por el artículo 325 del C. de P. Civil. No siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma en constancia por quienes en ella  intervinieron, una vez  leída y aprobada.

  



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                  
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





La Secretaria, 





MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ
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